Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que reprime desórdenes y hechos de violencia en los estadios y otros centros deportivos con ocasión de Espectáculos Públicos (boletín Nº 259-07-2).

"Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros el proyecto de ley de la referencia, de origen en mensaje de S.E. el Presidente de la República.

Durante el estudio de este proyecto, vuestra Comisión contó con la colaboración y asistencia de los señores Jorge Burgos Varela, Subsecretario Subrogante del Ministerio del Interior; Luis Toro, Abogado Asesor de ese Ministerio; Iván Navarro Vergara, Director General de Deportes y Recreación, y Juan Franceschini, Jefe del Departamento Jurídico de esa Dirección.


Para el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión obtuvo de la Biblioteca del Congreso Nacional diversos antecedentes sobre la violencia en los espectáculos deportivos, que forman parte de su "Serie de Información Documentada" N° 2. Entre ellos, cabe mencionar la legislación comparada de países como Argentina, Uruguay, y España; la Convención Europea sobre la violencia y los desórdenes de los espectadores en los espectáculos deportivos y especialmente en el fútbol; artículos de publicaciones periódicas y algunos ensayos sobre el tema.


De la Oficina de Informaciones obtuvo algunos antecedentes sobre la violencia en los estadios de fútbol en Inglaterra y sendas entrevistas sobre el tema a Raymond Kendan, Secretario General de la Interpol, y a Antonio Garrido Fernández, Comisario Mayor de la policía española.

La Dirección General de Deportes y Recreación entregó a la legislación argentina y española, las Reglas de Juego del Fútbol y Guía Universal para los Árbitros, de la FIFA, los Estatutos de la Federación de Fútbol de Chile y algunas indicaciones en cuya redacción participó el abogado penalista don Luis Ortiz Quiroga.


La Asociación Nacional de Fútbol Profesional hizo llegar diversas indicaciones al proyecto, proponiendo modificaciones concretas al Código Penal y a la Ley de Menores.


El estudio respectivo fue encomendado por esa Asociación a los abogados penalistas señores Juan Bustos, Vivian Bullemore, Sergio Burgos y Sergio Coddou.


Todos estos antecedentes fueron los que tuvo a la vista vuestra Comisión para el estudio de esta iniciativa legal. .


En el mensaje se señala, como fundamentos de esta iniciativa legal, que desde hace ya algunos años vienen produciéndose en los estadios y otros centros deportivos conductas violentas, en especial, en aquellos lugares en que se desarrolla la competencia oficial del fútbol profesional.


Si bien tales conductas violentas son todavía incipientes en el país, resulta recomendable y necesario ponerles atajo desde ya, antes que puedan transformarse en hechos masivos de dificultosa prevención o punición, como ha sucedido en otros países.


No obstante los esfuerzos oficiales realizados para alejar toda acción violenta, le parece al Gobierno que es necesario articular una legislación que enfrente este fenómeno, creándose un normativa jurídica especial, que colabore en la inhibición de estas conductas y que configure un reproche social certero y preciso, aplicable a quienes sean responsables de la preparación o consumación de hechos de violencia en los recintos deportivos.


Para tales efectos, se requiere la colaboración de la comunidad toda y en particular, de los actores que convergen en la práctica del deporte masivo: autoridades, deportistas, aficionados.


Las ideas matrices o fundamentales del proyecto son evitar, reprimir y sancionar los actos de violencia que se producen a causa o con ocasión de un espectáculo deportivo público; velar por el normal desarrollo de esos eventos, y garantizar la seguridad e integridad de las personas y de los bienes.


Para materializar esos objetivos, se propone un proyecto de ley, dividido en tres títulos, que tratan de las siguientes materias:


El Título I, compuesto por 6 artículos, describe, dentro de esta normativa especial, aquellas figuras que constituyen delitos contra la seguridad pública, que comete: 

· el que organizare, promoviere o facilitare de cualquier modo, la formación de agrupaciones que, como consecuencia de apoyar a su equipo, exterioricen de un modo inequívoco su intención de ejercer violencia en un recinto deportivo o sus alrededores.

· el que introdujere a un centro deportivo, tuviere en su poder o portare armas, cualquiera fuere su naturaleza, o elementos destinados a ejercer violencia o perturbar gravemente el orden público, sin perjuicio de las contravenciones a las leyes sobre Control de Armas y sobre Seguridad del Estado que pudieran implicar tales conductas.

· los encargados de centros deportivos, sus empleados y dependientes, y los dirigentes o miembros de entidades deportivas que permitan que se guarde o almacene en su estadio armas o elementos destinados a ejercer violencia.

· el que con ocasión de la celebración de un partido o torneo cualquiera; divulgare, por cualquier vía, noticias falsas acerca de la existencia de explosivos en un centro deportivo.

· el que por medio de altavoces y otros medios que le permitan hacerse oír por la multitud, incite a los partidarios o hinchas de un equipo, o a los concurrentes, a ejecutar actos de daño o violencia en contra de la propiedad o de las personas.

· el que con motivo u ocasión de un espectáculo deportivo, arrojare sustancias u objetos que pudieren causar alarma o daños a terceros.


El Título II, compuesto por 4 artículos, se refiere a los delitos de resultados, es decir, aquellos que para configurarse requieren la concreción de la finalidad buscada por el hechor, en que incurre:

· el que con motivo u ocasión de un espectáculo o evento realizado en un recinto deportivo, o inmediatamente antes o después de él, produjere tumulto o perturbare gravemente el orden. .

· el que, en las mismas circunstancias, incurra en ofensas al pudor, participe en un homicidio como consecuencia de una riña o pelea, cause lesiones o provoque incendios o daños.

· el que mediante amenazas o violencias, retarde, suspenda o impida, aunque sea momentáneamente, la celebración de un evento deportivo.

· el que por cualquier medio impidiere o perturbare el normal funcionamiento de los medios de transporte hacia o desde los centros deportivos.


El Título III, en sus cuatro artículos, se refiere a las medidas de seguridad y a la responsabilidad civil.


El artículo 11, regula las penas accesorias, estableciendo una de carácter general, aplicable a todas las contravenciones descritas en los artículos anteriores, salvo el artículo 6º, consistente en la inhabilitación para asistir al tipo de espectáculo que dio lugar a la condena, por un lapso de 6 meses a 3 años.


En la letra b), establece una pena accesoria especial, aplicable únicamente a los que contravengan lo dispuesto en el artículo 6º, es decir, a los que con motivo u ocasión de un espectáculo deportivo, arrojaren sustancias o objetos que pudieren causar conmoción o daños a terceros, consistente en la prohibición de asistir a determinadas fechas del torneo que corresponda al partido en que se produjo la contravención.


El artículo 12, faculta al Presidente de la República para que, previo informe favorable de la Digeder, decrete la clausura temporal o definitiva de los estadios o recintos que no ofrezcan la seguridad necesaria para la vida e integridad del público o para el desarrollo normal del espectáculo.


El artículo 13, establece responsabilidad civil solidaria para las entidades, asociaciones o clubes deportivos que participen con el carácter de organizadores o responsables de un certamen deportivo, por los daños que sufran los espectadores con ocasión del desarrollo de dicho torneo.


El artículo 14, consagra la obligación de los clubes deportivos de cancelar la inscripción de sus socios o asociados que resulten sancionados conforme a esta normativa. La cancelación surtirá efectos por todo el tiempo que dure la condena o las medidas de seguridad.


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencias y Tecnología, Deportes y Recreación, a la cual se enviara originalmente este proyecto en informe, ha rechazado la idea de legislar, entre otras consideraciones, por existir en el país una legislación penal, vigente desde hace más de un siglo, bastante prolija y que, lógicamente, es aplicable a quienes delinquen en los estadios y recintos deportivos.


Estima esa Comisión que el problema de la violencia en los recintos deportivos podría encontrar solución en la adopción de políticas globales de difusión y fomento de la cultura deportiva; en la introducción de mejoras a tales recintos y en la implementación de una adecuada función disuasiva policial que permita no solo controlar los accesos a los estadios para la detección de objetos potencialmente peligrosos, sino que borrar la sensación de anonimato con que los espectadores creen sentirse protegidos al actuar confundidos dentro de la masa.


Por lo señalado, le parece que generar nuevas figuras delictivas o establecer un cambio de penalidad para las ya existentes o desarrollar novedosas teorías penales respecto de otras figuras, sería poco pertinente o innecesario.


Durante la discusión en general del proyecto en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, los representantes del Gobierno hicieron presente que, sin perjuicio de las causas remotas que los estudiosos de temas sociales puedan esgrimir, la violencia en los espectáculos deportivos públicos se debe al surgimiento de las "barras bravas" en Chile, que nacen por imitación de las existentes en otros países, involucradas en sucesos delictuales de gravedad que han sido conocidos a través de la televisión y otros medios de comunicación. No es mera coincidencia que el surgimiento de ciertas formas de manifestar la "voluntad de un equipo" comiencen cuando la televisión empieza a transmitir los partidos de otras ligas de fútbol profesional.

Destacaron, de un modo en especial, la conducta de cierta prensa que aplaudió esta situación, por estimar que el público del fútbol chileno había dejado de ser pasivo y mero espectador, para transformarse en un componente importante del partido, pero sin colocar un límite entre lo que significaba alentar al equipo versus la comisión de delitos.


En su opinión, los dirigentes del futbol y del deporte en general no fueron lo suficientemente categóricos en cuanto al reproche moral, ético y social que debían tener situaciones de esta naturaleza e incluso se otorgaron cierto tipo de ventajas a quienes formaran parte de estas barras.


Fueron enfáticos en señalar que el Gobierno ha presentado este proyecto para que se legisle en forma especial en relación a los hechos de violencia que ocurren en los centres deportivos, como lo han hecho otros países. No es partidario, en cambio, de modificar parcialmente normas ya existentes en el Código Penal.


Dieron a conocer que el Gobierno desde que asumió en 1990, ha utilizado los mejores instrumentos que han estado a su alcance para prevenir y sancionar estos hechos de violencia; en algunos partidos ha sido necesario poner a disposición 400 ó 500 efectivos policiales, lo que implica desatender a otro grupo importante de la población para el cual ese personal está destinado en forma permanente. Es un esfuerzo presupuestario y humano de alto costo, y debe tener un límite. 


Con la misma finalidad se han enviado cartas instructivas a todos los alcaldes de las comunas que poseen estadios donde se realizan partidos de la liga profesional, recomendando medidas de coordinación y prevención, como tenencia de altoparlantes, infraestructura adecuada, etc.


Ante el recrudecimiento de estas conductas, al Ejecutivo le parece razonable establecer medidas tendientes a que los dirigentes y los clubes tengan responsabilidad en estos hechos, para lo cual, obviamente, se requiere de la dictación de una ley.


Es igualmente importante, a juicio del Gobierno, que se faculte a la autoridad administrativa para que, en casos determinados, pueda decretar que un centro deportivo no cumple con los requisitos mínimos de seguridad. En todo caso, el acto que se dicte en virtud de tal poder debe ser recurrible ante la autoridad judicial u otra que se determine por la ley. .


El Director General de la Dirección General de Deportes y Recreación, don Iván Navarro, señaló que el Senado de España había realizado un estudio para descubrir cuales eran las causas mediatas de la violencia en el deporte.

Las conclusiones de ese estudio fueron categóricas en cuanto a atribuir la violencia a:
1º. La existencia de grupos fanáticos. El "hooliganismo" es una tendencia mundial, que si bien tiene su origen en Inglaterra, se manifiesta en todos los países. Es un fenómeno difícil de controlar. 

El "hooliganismo", al cual hacia referencia el señor Navarro en su exposición, se ha transformado en un modo de vida adoptado por bandas de jóvenes marginales en las grandes ciudades. El fútbol era y es, por azar, una víctima. La violencia se incorpora al fútbol pues éste ha tomado un lugar importante en la vida de estos jóvenes, pero, también, porque los enfrentamientos pueden ser bien organizados y son perfectamente previsibles. Estos jóvenes encuentran llamativo transformarse en el centro del interés y, además, por añadidura, adornarse con una sólida tradición de camorristas. (Kris van Limbergen, "Aspects sociopsychologiques de l'hooliganisme", Pouvoirs (Paris) Nº 61, 1992).


Es evidente que la violencia en el fútbol constituye una pequeña parte de la vida delictual de estos jóvenes.


El "hooliganismo" no es sólo un problema del fútbol, sino un problema de violencia y problema de la sociedad.

Raymond Kendall, Secretario General de la Interpol, considera que una de las dificultades más grandes que tuvieron en el Reino Unido fue el entender que, en la mayoría de los casos, aquellas personas que creaban problemas y estaban dispuestas a cometer acciones violentas no eran hinchas de un equipo, sino simplemente violentistas, por lo que primero que tuvieron que hacer fue distinguir entre los verdaderos hinchas y ese otro tipo de antisociales.


En su concepto, cualquier ley que se dicte debería estar orientada específicamente en contra de aquellos que deliberadamente se han asociado para cometer desórdenes o actos de violencia y que diferencie a aquellos hinchas que han bebido más de la cuenta o se han dejado llevar por las pasiones del momento, con el fin de evitar injusticias y poner atajo a este tipo de situaciones, al lograr la individualización de los verdaderos "hooligans" o "gamberros".


2º. Las decisiones arbitrales. Los árbitros tienen pautas objetivas de sanción que, al ser aplicadas subjetivamente por cada cual, conducen al desborde en los espectadores, especialmente cuando quiere transformarse en la "estrella" del espectáculo. 


3º. Las declaraciones de los entrenadores y de los dirigentes de los clubes antes de cada partido, e incluso, de los jugadores, todas las cuales conducen a reacciones masivas.


El denominado "director técnico" se ha transformado en el fútbol moderno en el verdadero conductor de la batalla deportiva. La terminología que emplea es la propia de un jefe militar: estrategia, táctica, avance, retroceso ordenado, velocidad en el contraataque, marca sobre el adversario, destrucción de su juego; espías sobre el adversario, etc.


4. Las noticias deportivas de los medios de comunicación social, que preparan el "ánimo" del público para un partido que va a realizarse. Citó, al efecto, el siguiente titular: "La UC sólo piensa en la venganza".

Según Alberto Altamirano ("Bases para el análisis de la violencia en el fútbol". Temas Penales, Depalma. 1987), el periodismo deportivo, en los prolegómenos de la batalla o durante meses, si se trata de un acontecimiento internacional, va preparando el clima. Los reportajes a los actores, informes sobre los lugares de concentración e incluso notas a los propios hinchas, todo ello sazonado con fotografías, videos, historia de los contendientes, augurios, etc., va creando un clima apasionado y tenso, pues todo va a terminar con el triunfo o la derrota.

Por ejemplo, el encuentro Holanda-Inglaterra, en 1988, en Alemania del Este, fue descrito por la prensa como la confrontación del siglo. Fue evidente que los principales periódicos europeos enviaron al lugar "corresponsales de guerra" y reservaron una página con el título "La batalla de Düsseldorf". Los medios audiovisuales no hicieron menos. Los hooligans estaban obligados a estar a la altura de su reputación, pues llamar la atención es muy importante para ellos. La colección de fotos y la cobertura de la prensa les da un aura extraordinaria. La manera en que ellos son presentados es muy importante para su prestigio.


5º. La marginación social, que conduce a la violencia, sobre todo en espectáculos masivos, donde las personas pierden su identidad propia, su individualidad. La frustración social se expresa en el anonimato y, fundamentalmente, en el dinamismo de una barra.


Le Bon indica que cualquiera que sean los individuos que componen una masa humana y por diversos o semejantes que pueden ser su género de vida, sus ocupaciones, su carácter o su inteligencia, el solo hecho de hallarse transformados en una multitud les dota de una especie de alma colectiva, que les hace sentir, pensar y obrar de una manera por completo distinta de corno sentiría, pensaría y obraría cada uno de ellos aisladamente.


Ciertas ideas y ciertos sentimientos no surgen ni se transforman en actos, sino en los individuos constituidos en multitud. El individuo integrado a ella adquiere, por el solo hecho del número, un sentimiento de potencia invencible, merced al cual puede permitirse ceder a instintos que antes, como individuo aislado, hubiera refrenado forzosamente, máxime cuando por ser la multitud anónima y, en consecuencia, irresponsable, desparecerá para él, el sentimiento de responsabilidad, poderoso y constante freno de los impulsos individuales.


6º. La infraestructura inadecuada de los estadios. La aplicación flexible de la legislación permite que algunos centros deportivos sean autorizados para operar pese a no contar con las condiciones necesarias. Esto conduce, incluso, a conflictos de carácter político, sin que nadie se atreva a tornar las medidas drásticas necesarias, para no asumir las consecuencias sociales y políticas que ello produciría.


7º. La ingestión de alcohol, que es fuente permanente de violencia en los estadios. Los controles policiales han aumentado, pero no dan abasto. Lo mismo sucede con la droga, que ingresa a los centros deportivos de múltiples maneras imposibles de pesquisar.

8º. La masificación de la capacidad de los estadios, que permite la asistencia desde 7.000 a 80.000 personas.


9º. La ausencia de debidos controles policiales. Por ejemplo, los hechos acaecidos en el Estadio Monumental el 28 de febrero último, pudieron producirse porque hubo dos horas sin control policial.

10º. La no aplicación de las normas penales y administrativas. Si bien el Código Penal contempla sanciones para actos de violencia de esta naturaleza, por regla general ellas no son aplicadas, con el agravante que la detención se deja sin efecto con la simple comprobación del domicilio del detenido. Igual sucede con el delincuente o el terrorista infiltrado en tales barras. De esta forma, la detención pasa a ser una "insignia" más que el hechor agrega a sus anteriores logros, convirtiéndose el barrista en un verdadero héroe en los luctuosos sucesos.

11º. La escasa educación social hacia el juego limpio. En Chile no existe una ética del deporte. Se carece de un estudio científico y empírico que demuestre las causas de la violencia, y es por ello que se ha encargado a la Universidad de Chile que lo realice. Se requiere una sociología de deporte que permita una resocialización deportiva de las barras, de los deportistas y de los dirigentes.


Cerrado el debate y puesto en votación general el proyecto, se le prestó aprobación por la unanimidad de los señores Diputados presentes, quienes estuvieron de acuerdo en abordar el problema de la violencia en el deporte, no obstante discrepar de los medios o instrumentos jurídicos que se proponen para lograr su solución.


Durante la discusión en particular, la Comisión tuvo a la vista los diversos antecedentes que le fueron proporcionados, los que sirvieron de base para la redacción final del texto del proyecto.


Entre los antecedentes de derecho interno, cabe mencionar:

· La ley Nº 17.276, de 1970, que aprueba normas para el fomento del deporte y fija el

estatuto orgánico de la Dirección General de Deportes y Recreación, sucesora del Departamento de Deportes del Ministerio de Defensa Nacional, creado por decreto 761, de 1948, del referido Ministerio, luego Dirección de Deportes del Estado, en virtud del decreto con fuerza de ley número 336, de 1960.


De esa ley merecen destacarse las siguientes disposiciones por su incidencia en la materia a que se refiere el proyecto:

· Su artículo 1º, que entrega a esa Dirección la política de deportes y recreación en el

país y la coordinación de las organizaciones deportivas y de las instituciones de recreación que se relacionen con el Gobierno.

· Su artículo 3º, que fija sus atribuciones, encomendándole, entre otras, la de fomentar

las actividades deportivas nacionales de aficionados y profesionales y ejercer la superintendencia e inspección de dichas actividades en los términos establecidos en esa ley; y la de ordenar, en conformidad con lo que determine el reglamento (que no se ha dictado), la suspensión de un espectáculo deportivo o la clausura de un local o establecimiento destinado a la práctica de los deportes y requerir el auxilio de la fuerza pública de la autoridad administrativa que corresponda para el cumplimiento de las órdenes que imparta, pudiendo reclamarse al Ministerio de Defensa Nacional.

· La Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, decreto Nº

47, de 6 abril de 1992, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, publicada en el Diario Oficial del 5 de junio de 1992.


En su capítulo 8, relativo a los baños, piscinas públicas y locales destinados a cultura física, señala las condiciones que deben satisfacer estos establecimientos en materia de seguridad, higiene y fácil evacuación de los locales en caso de incendio o pánico.


Entre las normas técnicas que deben cumplir según el artículo 4.8.6.3, letra a), están "las normas establecidas para este tipo de construcciones por la Dirección General de Deportes y Recreación, o en su defecto, las normas oficiales".


Los recintos indicados deben cumplir, además, con normas de evacuación. Las zonas respectivas "deben estar señalizadas y libres de elementos que impidan el paso, tales como barandas, torniquetes, cuenta personas", debiendo considerarse para deportes y espectáculos descubiertos "la posibilidad de evacuar el público hacia el campo de juego".

En lo que respecta a la seguridad, "en estadios con capacidad superior a 10.000 personas se debe posibilitar el acceso de vehículos de policía, ambulancia y bomberos al campo de juego”.

- El Código Penal.


La multitud que presencia los juegos físicos en los estadios, impulsada y cegada por el fanatismo deportivo, incurre frecuentemente en actos que exceden a la incultura o al simple desorden público, para caer en las prescripciones del Código Penal.

Entre esas conductas ilícitas cabe mencionar la tentativa de homicidio, las lesiones, las lesiones en riña, delitos contra la seguridad de los medios de transporte, incendios, amenazas de atentado contra las personas y propiedades, resistencia contra la autoridad, desacato, encubrimiento, abuso de armas y agresión, daño "intencional o eventual, injurias, lesiones por imprudencia, asociaciones ilícitas, desórdenes públicos, contravenciones a las reglas que la autoridad dictare para conservar el orden público, etc.


Pese a la amplia gama de delitos que pueden cometerse, relacionados con los juegos físicos, existe en la práctica una total impunidad, que no sería justo cargar a la cuenta exclusiva de la tolerancia policial o judicial, sino también a las dificultades técnicas de su investigación y, muy especialmente, a la generalizada, aceptada y conformista costumbre de no considerar esos hechos como delitos. Para Carlos Brouder, esa costumbre tiene su origen y su fundamento más firme en el arraigado concepto popular de la igualdad ante la ley. La ley "debe ser pareja" y al pueblo no le parece parejo ni justo que se condene a tres o cuatro individuos, inhábiles para la fuga, por un delito del que ha participado activamente y con igualo mayor responsabilidad, toda la multitud. (Carlos Brouder, "La delincuencia en el Deporte. Estudios para una ley sobre delitos deportivos". Roque Depalma Editor).


Entre los antecedentes de legislación internacional y comparada, cabe tener en cuenta.

- La Convención Europea sobre la violencia y los desórdenes de los espectadores en los espectáculos deportivos y principalmente en los partidos de fútbol, en virtud de la cual las partes se obligan a adoptar medidas destinadas a prevenir y reprimir la violencia y los desbordes de los espectadores, así como a prestarse la más amplia cooperación internacional en esta materia.


Entre las medidas que se recomiendan adoptar pueden mencionarse la movilización de las fuerzas de orden necesarias para hacer frente a las manifestaciones de violencia y desórdenes; intercambiar informaciones entre las fuerzas policiales; adoptar una legislación preventiva que permita aplicar penas o medidas administrativas apropiadas a los responsables; estimular la organización responsable y el buen comportamiento de los clubes y sus partidarios, y la nominación por éstos de agentes encargados de facilitar el control y la información de los espectadores y de acompañar a sus partidarios en, los partidos jugados en el exterior; hacer que la estructura de los estadios garantice la seguridad de los espectadores; separación eficaz de los grupos de aficionados rivales, reservando tribunas distintas para los visitantes; asegurar esta separación controlando rigurosamente la venta de entradas; prohibir el acceso de personas bajo la influencia del alcohol o de las drogas; dotar a los estadios de un sistema eficaz de comunicación con el público, para instar a los espectadores a conducirse correctamente; prohibir la introducción a los estadios de bebidas alcohólicas; restringir y de preferencia, prohibir; su venta en los mismos, asegurándose que las disponibles se contengan en envases no, peligrosos; adoptar las medidas pertinentes para impedir la introducción de objetos susceptibles de servir a actos de violencia, o de fuegos artificiales u otros objetos similares, etc. .


- La Ley de Deporte de España, Nº 10/1990, de 15 octubre de 1990, que en su Título IX se refiere a la prevención de la violencia en los espectáculos deportivos, creando al efecto la Comisión Nacional contra la Violencia en los Espectáculos Deportivos, y la figura del Coordinador de Seguridad en acontecimientos deportivos, enmarcada en la organización policial que asume tareas de dirección, coordinación y organización de los servicios de seguridad con ocasión de espectáculos deportivos. 

Junto con reproducir en el ámbito del derecho interno la mayoría de las recomendaciones indicadas en la Convención, consagra determinadas obligaciones para los organizadores y propietarios de las instalaciones, cuya infracción, según la mayor o menor gravedad de las mismas, lleva aparejadas multas, inhabilitaciones y clausuras; expulsión del recinto deportivo con carácter cautelar o, en su caso, la prohibición de acceso a cualquier recinto deportivo por un período de entre tres meses y cinco años.


Las Federaciones deportivas españolas y Ligas Profesionales deben comunicar a la autoridad gubernativa, competente por razón de la materia, con antelación suficiente, la identificación de los encuentros considerados de alto riesgo, de acuerdo con los baremos que establezca el Ministerio del Interior, oída la Comisión Nacional contra la Violencia en los Espectáculos Deportivos, así como instar a los Clubes el reforzamiento de las medidas de seguridad en estos casos y que comprenden, como mínimo, sistema de venta de entradas, separaciones de las aficiones rivales en zonas distintas del recinto, y control de acceso para el estricto cumplimiento de las prohibiciones existentes.


- La Ley de Delitos en el Fútbol, de Inglaterra, de 1991, que consagra disposiciones relativas a la conducta desordenada de personas que asistan a los partidos de fútbol, y para propósitos similares, cuyas prescripciones tienen validez con todo lo que suceda desde dos horas antes de iniciarse el partido, durante su realización y una hora luego de terminado el encuentro. De igual manera, todo lo que suceda en un partido que ha sido oficialmente anunciado y que ha debido ser cancelado, también está reglamentado por esta ley. 


Legisla sobre el lanzamiento de objetos; el comportamiento de las barras; sobre la prohibición de cánticos indecentes, insultantes o de contenido racista; sobre el ingreso no autorizado al campo de juego o sus áreas adyacentes de personas no autorizadas, lo que deberá probarse. .


Esta ley debe complementarse con la de 1986, que autoriza a los tribunales de Gales e Inglaterra para que prohíban a aquellos que han sido penados para que asistan a determinados partidos o puedan viajar al exterior en caso de competencias internacionales. Prohíbe también la tenencia de fuegos artificiales y bombas de humos en los estadios. Exige, además, la instalación de circuitos cerrados de televisión, con poderosos lentes de acercamiento, en todos los estadios utilizados por el fútbol profesional.


La ley de 1989, complementaria de la anterior, junto con disponer la presencia policial adecuada en los estadios, creó un cuerpo especializado, la Unidad Nacional de Inteligencia en el Fútbol, que controla el trabajo policial contra el "gamberrismo" y vino a reforzar el trabajo conjunto con las policías de otros países.

El Gobierno inglés, además, ha legislado estableciendo un firme control sobre la venta y posesión de bebidas alcohólicas en los estadios y sobre el transporte de ellas hacia y desde éstos.


La Ley N° 23.184, de Argentina, sobre régimen penal y contravencional para la violencia en espectáculos deportivos, que se aplica a los hechos que se cometan con motivo o en ocasión de un espectáculo deportivo, sea en el ámbito de concurrencia pública en que se realizare o en sus inmediaciones, antes, durante o después de él.


Los delitos de tentativa de homicidio, lesiones y lesiones en riña, abusos de armas y agresión, cometidos en las circunstancias antes indicadas y siempre que no resultaren más severamente penados, son sancionados con una agravación de las penas mínimas y máximas, las que se incrementan en un tercio.


Castiga también al que introdujere, tuviere en su poder, guardare o portare armas de fuego o artefactos explosivos, y a los que consintieren que se guarden en los estadios o sus dependencias.


Sanciona asimismo al que instigare, promoviere o facilitare, de cualquier modo, la formación de grupos destinados a cometer alguno de los delitos previstos en esta ley; a los que impidieren, mediante actos materiales, aunque sea momentáneamente, la realización de un espectáculo público en un estadio de concurrencia pública; a los que impidieren, estorbaren o entorpecieren el normal funcionamiento de los transportes e instalaciones afectadas a los mismos, y a los que dañaren una cosa, mueble o inmueble, total o parcialmente.


Consagra como penas accesorias, la inhabilitación de seis meses a un año para concurrir al tipo de espectáculos deportivos que haya motivado la condena, cuyo cumplimiento se asegurará presentándose el condenado en la sede policial de su domicilio, en ocasión de espectáculos deportivos como el que motivó la condena, fijando el tribunal día y horario de presentación. El juez puede dispensar total o parcialmente, en resolución fundada, dicha presentación.

Otra pena accesoria es la inhabilitación de uno a quince años para desempeñarse como deportista, jugador profesional, técnico, colaborador, dirigente, concesionario, miembro de comisiones o subcomisiones de entidades deportivas o contratado por cualquier título por estas últimas.


El juez puede decretar también la inhabilitación perpetua para concurrir al estadio o lugar en que se produjo el hecho.


Cuando alguno de estos delitos se hubiere cometido por director o administrador de un club deportivo, dirigente, miembro de comisiones directivas o subcomisiones, en ejercicio o con ocasión de sus funciones, se les sanciona con multas, de la cual es solidariamente responsable la entidad deportiva a que pertenezca, sin perjuicio de poderse-í decretar la clausura del estadio hasta por 60 días.


Esta misma ley contempla un Capítulo II que regula el régimen contravencional, tipificando faltas tales como la no entrega del talón que acredite el legítimo ingreso al estadio, o el permiso para que una persona entre sin su entrada; la perturbación del orden en las filas formadas para la adquisición de entradas, ingreso o egreso del lugar; la reventa de entradas; el ingreso al campo de juego o a los camarines sin autorización; la perturbación del normal desarrol1o del espectáculo; el acceso a lugar diferente al que corresponda al espectador; el no acatamiento de las indicaciones emanadas de la autoridad pública competente; la provocación a los simpatizantes del equipo contrario; el uso de artificios pirotécnicos; la creación de un peligro de aglomeración o avalancha, etc.


Las conductas anteriores se sancionan con penas de arresto, multas o prohibición de concurrencia.


El arresto se lleva a cabo en establecimientos especiales o en dependencias ya adecuadas de las que ya existen, pero en ningún caso el contraventor será alojado con procesados o acusados por delitos comunes.


La pena de prohibición de concurrencia, que se cumple luego de agotada la pena de arresto, consiste en la interdicción impuesta al contraventor para asistir a tantas fechas del torneo al que corresponda el partido durante el cual se cometió la infracción, como se disponga en la sentencia.

-El proyecto de ley, recientemente aprobado en la Cámara de Representantes del Uruguay, contra la violencia en los estadios, que sanciona al que dirigiere, instigare, propiciare o compeliere a la realización de actos de violencia en ocasión o con motivo de una competencia deportiva.


En estos casos, el juez competente, sin perjuicio de las penas que correspondan, puede disponer que en determinados días, horas o circunstancias que especificará debidamente, el imputado deba comparecer en la dependencia policial más próxima a su domicilio, donde permanecerá, sin régimen de incomunicación, por el tiempo que se establezca, el cual no podrá exceder, en cada oportunidad, las ocho horas, y el total no superará los 120 días.


Vuestra Comisión debatió ampliamente la forma de abordar el problema de la violencia en los espectáculos deportivos públicos, sea mediante la modificación de algunas disposiciones de los cuerpos legislativos vigentes, la agregación de otros tipos penales a la normativa vigente, o a través de la dictación de una legislación especial.


Aun cuando en un principio hubo pareceres discrepantes, en definitiva optó por establecer una legislación especial. .


Para resolver de tal manera, tuvo presente que la ley especial permite que la ciudadanía tome interés y conciencia en el problema. Produce, a la vez, un efecto pedagógico al mostrar claramente las conductas que se desean evitar y sancionar.

 
Por otra parte, consideró que las conductas a sancionar tienen particulares características, ya que se realizan en recintos deportivos, son expresiones masivas, espontáneas u organizadas, que se desarrollan en condiciones irreproducibles en otros ámbitos de la vida ciudadana. Por tanto, es más sano una sanción determinada para una conducta determinada, ya que de lo contrario, la general puede resultar injusta por la mecánica de la aplicación de las penas.

Tuvo en vista también la experiencia de otros países en que se ha discutido el problema, que han optado mayoritariamente por la legislación especial, corno es el caso de Inglaterra, de España, de Argentina, de Uruguay.


Después de haber decidido proponer la dictación de una ley especial y de analizar los antecedentes reseñalados anteriormente, vuestra Comisión buscó definir los criterios generales que habrían de servir de base al texto legal que se somete a vuestra consideración.


Como cuestión previa, hubo consenso en incorporar un título que contuviera medidas de seguridad preventivas, al margen de las establecidas en la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, para obligar a los encargados de los recintos deportivos públicos a proponer a las autoridades de gobierno interior medidas que garanticen el orden público y la seguridad ciudadana.


Igual comunidad de pareceres se obtuvo respecto de los delitos cometidos con motivo u ocasión de espectáculos deportivos públicos, estimándose conveniente redactar una disposición base y evitar las largas enumeraciones de ilícitos penales. 


Hubo acuerdo en modificar el Código Penal, la Ley de Menores y la Ley de Alcoholes, para incorporar en ellos algunos preceptos que tienden a complementar este cuerpo legal y a dar eficacia a sus normas. 

Por último, hubo consenso en circunscribir el proyecto a los actos de violencia que se cometen a causa o con ocasión de la realización de espectáculos deportivos de carácter público, criterio que informa todo el articulado.


Corno consecuencia de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión ha elaborado un proyecto de ley, que consta de 14 artículos permanentes, divididos en tres títulos.


El Título I, denominado "De las medidas de seguridad preventivas", comprende los artículos 1º al 6º.


El artículo 1º establece que los recintos deportivos destinados a la realización de espectáculos deportivos públicos necesitan para funcionar, de una autorización otorgada por el Intendente respectivo, que acredite que reúnen las condiciones de seguridad para efectuar tales eventos, la que se otorgará, previo informe de Carabineros de Chile.


Esta autorización es sin perjuicio de las exigencias que se contienen en la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, a la cual se hiciera alusión en los antecedentes de derecho interno.


El artículo 2º se refiere a los espectáculos deportivos públicos que el Intendente califique de alto riesgo para la seguridad pública.


En tal caso, los organizadores deben cumplir con las exigencias especiales que indique Carabineros, entre las cuales estará, en todo caso, la ubicación de las barras en sectores separados, claramente determinados, con ingreso restringido a sus integrantes, sin perjuicio de otras que pueda disponer la autoridad policial en ejercicio de las atribuciones que se le confieren.

Para garantizar esas medidas, los interesados deberán exhibir una credencial especial, que les proporcionará el Club respectivo, al cual se le impone la obligación adicional de controlar el ingreso y de vigilar el sector destinado a su barra.


En caso de incumplimiento de las medidas que se decreten, se faculta al Intendente para suspender el espectáculo, previo informe de Carabineros. 

El artículo 3º, se refiere al caso particular de los espectáculos del fútbol profesional, que son los más propensos a provocar situaciones de violencia.


Las autoridades del fútbol, al fijar la programación o calendario de las competencias, nacionales o internacionales, o al tomar conocimiento de estas últimas, están obligadas a comunicar al Intendente, para su evaluación, los partidos que pueden ser considerados de "alto riesgo".


Se estima que esta medida constituye una eficaz colaboración de las autoridades del fútbol rentado en la solución del problema de la violencia en el deporte, en cuya erradicación están interesadas.


El artículo 4º, obliga a los clubes del fútbol profesional a tener un padrón oficial actualizado de los miembros de su barra, en el cual deben figurar las menciones que permitan una cumplida y cabal identificación de éstos, a los cuales se les proporcionará, a la vez, una credencial que les permitirá el acceso al recinto reservado para ellos en' los estadios.


Copia del padrón debe remitirse, en forma semestral, a la unidad de Carabineros, correspondiente al domicilio del Club.

El artículo 5º, fija el procedimiento para el otorgamiento de la autorización de funcionamiento a que se refiere el artículo 1º.


Se han establecido en él todos los resguardos necesarios para que los afectados puedan impugnar los actos administrativos que la autoridad dicte en ejercicio de sus atribuciones, tanto por la vía administrativa como mediante el ejercicio de las acciones jurisdiccionales que se les confieren, todo ello, en estricta concordancia con el segundo del artículo 38, de la Carta Fundamental, en relación con los artículos 8º y 9º de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


El artículo 6º, fija el procedimiento a seguir en el caso del artículo 2º, para el caso de que la entidad obligada no se conformare con lo resuelto por la autoridad administrativo o policial.


Por tratarse de una situación que afecta a los espectáculos de alto riesgo, que habrá, de producirse cada vez que se lleve a cabo uno de estos eventos, el procedimiento establecido, siendo similar al anterior, se ha simplificado, acortándose a la vez los plazos para resolver y para deducir los recursos pertinentes. De esta forma se desea evitar la ocurrencia de entorpecimientos que obsten a la celebración de estos espectáculos deportivos públicos.


El Título II se refiere a los delitos cometidos con motivo u ocasión de espectáculos deportivos públicos, penalidad y procedimiento.

Comprende los artículos 7º al 11.


El artículo 7º, sanciona al que ejecutare actos que provoquen violencia física contra las personas o daños sobre bienes, con motivo u ocasión de un espectáculo deportivo público.


Estos actos pueden tener lugar en el recinto mismo o en sus inmediaciones, antes, durante o después de su desarrollo. La pena es de presidio menor en su grado mínimo, esto es, de 61 días a 3 años. 

Se sanciona igualmente al que fuera sorprendido en tales circunstancias con armas, elementos u objetos que parezcan haber servido o estar destinados para cometer el delito, y al que organizare, promoviere o facilitare su comisión.


La pena, en estos dos casos, es la de presidio menor en su grado medio, esto es, de 541 días a 3 años.


Si los antecedentes personales del condenado, su conducta o las modalidades o móviles determinados del delito permiten suponer que no volverá a delinquir, el juez puede aplicarle una pena alternativa, de las dos nuevas que se consultan en el proyecto, sin perjuicio de la pena accesoria de prohibición de asistir, durante el tiempo de la condena, a los "futuros espectáculos deportivos públicos de la misma naturaleza de aquél que motivó la sanción".


Las penas alternativas pueden ser el arresto de fin de semana por el término de dos a seis meses, o trabajos comunitarios de fin de semana por igual lapso.


La pena accesoria y las alternativas, se agregan a las que ya contempla el Código Penal, el que se modifica por el artículo 12 del proyecto.


Para el caso de que las conductas descritas dieren origen a otros crímenes o simples delitos, se dispone expresamente que en tales casos se impondrá la pena mayor asignada al delito más grave.


El artículo 8º, contiene tres circunstancias agravantes especiales para este tipo de delitos: ser integrante de un grupo organizado para la realización de los hechos descritos; pertenecer a las entidades que intervengan en el espectáculo deportivo público, corno organizadores o participantes o en cualquier otra calidad, y actuar bajo los efectos de bebidas alcohólicas, estupefacientes, sicotrópicos, estimulantes o sustancias análogas.

El artículo 9º, establece que las películas cinematográficas, fotografías, fonografías y otros sistemas de reproducción de la imagen y del sonido, pueden constituir plena prueba para acreditar la existencia de los delitos establecidos en esta ley y la responsabilidad penal de los partícipes.


Para ello, es necesario que, a juicio del tribunal, tengan caracteres de gravedad y precisión suficiente para formar su convencimiento.


Debe tenerse presente que estos medios probatorios, de acuerdo con el artículo 113 bis, del Código de Procedimiento Penal, pueden servir de base a presunciones o indicios.


El artículo 10, sanciona al padre, guardador o cuidador a cuyo cuidado se encontrare el menor de 18 años que participe en los hechos sancionados en esta ley, sin perjuicio de la responsabilidad civil que pudiere afectarle de acuerdo con las reglas generales, con multa, a beneficio municipal, de uno a tres ingresos mínimos mensuales.


El artículo 11, establece que en los procesos que se incoen por estos delitos se observará el procedimiento sobre faltas del Código de Procedimiento Penal.


El Título III, denominado "Disposiciones varias", modifica el Código Penal, la Ley de Menores y la Ley de Alcoholes.


El artículo 12, contiene las enmiendas a los artículos 21 y 25 del Código Penal.


En el primero se agregan como penas de simples delitos el arresto de fin de semana y el trabajo comunitario, y corno accesoria, la prohibición temporal de asistir al tipo de espectáculo deportivo público que haya motivado la condena.


En el segundo se indica en qué consiste cada una de estas penas, su duración y la forma de su cumplimiento. .


En los tres casos anteriores, la entidad administrativa encargada de vigilar el cumplimiento de estas penas puede, por motivos calificados y en resolución fundada, dispensar parcialmente su cumplimiento.


El artículo 13, modifica el artículo 29, de la ley N° 16.618, sobre menores, para incluir entre las medidas que puede imponer el juez, la de prohibirle temporalmente al menor asistir a los futuros eventos del espectáculo público que haya determinado la aplicación de la medida de protección, con la obligación de presentarse en los días y horas en que ellos se realizan en el lugar fijado por el juez.

El artículo 14, modifica el artículo 159, de la Ley de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y d Vinagres, con el fin de que pueda decretarse la prohibición de expendio de bebidas alcohólicas en los centros o recintos deportivos en donde se lleven a efecto espectáculos deportivos públicos que el Intendente califique, así como en un perímetro máximo de cinco cuadras.

La medida anterior rige desde tres horas antes del inicio del evento y hasta tres horas después de su finalización.

Para asegurar su cumplimiento, los establecimientos afectados deben ser notificados por inspectores municipales o por Carabineros de Chile, con veinticuatro horas de anticipación a la entrada en vigencia de la misma.


Todas las disposiciones anteriores fueron aprobadas por la unanimidad de los señores Diputados presentes:


Para los efectos previstos en el artículo 286 del reglamento, se deja constancia que los incisos terceros, de los artículos 5° y 6°, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales. 

Se deja igualmente constancia que no hay en el proyecto normas de quórum calificado o que deban ser de conocimiento de la Comisión de Hacienda.


En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os darán a conocer en su oportunidad los señores Diputados informantes, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

Título I

De las medidas de seguridad preventivas


Artículo 1°.- Los centros o recintos deportivos destinados a la realización de espectáculos deportivos públicos, requerirán de una autorización otorgada por el Intendente de la Región respectiva, previo informe de Carabineros, que acredite que reúnen las condiciones de seguridad para efectuar tales eventos, sin perjuicio de las exigencias establecidas en la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcción. 

Artículo 2°.- En los espectáculos deportivos públicos que el Intendente califique de alto riesgo para la seguridad pública, sus organizadores deberán cumplir, oportunamente, con las exigencias indicadas por Carabineros de Chile. 


Entre estas exigencias deberá contemplarse la ubicación de las barras en sectores separados, claramente determinados, a los cuales sólo podrán ingresar los integrantes de ellas, previa exhibición de la credencial a que se hace referencia en al artículo 4º.


Será de responsabilidad del respectivo Club el control de ingreso y la vigilancia del sector destinado a su barra.


En caso de incumplimiento, el Intendente, previo infom1e de Carabineros, podrá disponer la suspensión del espectáculo hasta el cumplimiento de las medidas exigidas.


Artículo 3º.- Las autoridades del fútbol profesional, al momento de fijar la programación o calendario, de las competencias nacionales e internacionales, o al tomar conocimiento de estas últimas, deberán comunicar al Intendente respectivo, para su evaluación, los partidos que puedan ser considerados de alto riesgo para la seguridad pública.


Artículo 4º.- Los clubes de fútbol profesional deberán contar con un padrón oficial actualizado de los miembros de su barra, el que se llevará en sus oficinas centrales. En dicho registro deberá figurar, a lo menos, el nombre completo, la cédula nacional de identidad, el domicilio y la profesión u ocupación de cada integrante. Al momento de la inscripción, el Club deberá entregar una credencial individual e intransferible.


Copia de este padrón deberá remitirse, actualizado semestralmente, a la unidad de Carabineros de Chile correspondiente al domicilio del Club.


Artículo 5º.- En el caso del artículo 1º, si la autoridad no se pronunciare dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud, se entenderá otorgada la autorización.

Si fuere denegada o si la entidad obligada no se conformare con lo resuelto, el afectado podrá solicitar reposición ante la misma autoridad dentro del plazo de cinco días, la que deberá ser resuelta en el término de diez días.


Si ese recurso no fuere interpuesto, o no fuere fallado dentro del plazo de quince días, ante el juez del crimen que corresponda al lugar en donde funciona el respectivo recinto deportivo.


Interpuesto el reclamo, al que se acompañarán los antecedentes en que se funde, el tribunal pedirá informe a la autoridad respectiva, fijándole un plazo breve para emitirlo.


Recibido dicho informe, el tribunal dictará sentencia dentro de los quince días siguientes. En caso de ordenes medidas para mejor resolver, dicho plazo se entenderá prorrogado por diez días.

En contra de la sentencia no procederá el recurso de casación en la forma.


Artículo 6º.- En el caso del artículo 2º, si la entidad obligada no se conformare con lo resuelto, podrá solicitar reposición ante el Intendente respectivo, dentro del plazo de tres días contados desde la notificación de la resolución que se impugna.


La reposición deberá resolverse en el plazo de cinco días.


Si ese recurso no fuere interpuesto, o no fuere fallado dentro del plazo, o el recurrente no se conformare con lo resuelto, podrá reclamar dentro del plazo de diez días, ante al juez del crimen que corresponda al lugar en donde funciona el respectivo recinto deportivo, acompañando los antecedentes en que se funde.


Interpuesto el reclamo, el tribunal pedirá informe a la autoridad respectiva, la que deberá evacuarlo dentro del plazo de tercero día, vencido el cual resolverá sin más trámite el reclamo.

En contra de la sentencia no procederá el recurso de casación en la forma.

Título II
De los delitos cometidos con motivo u ocasión de espectáculos deportivos públicos, penalidad y procedimiento


Artículo 7º.- El que ejecutare actos que provoquen violencia física contra las personas o daños sobre bienes con motivo u ocasión de un espectáculo deportivo público en el recinto en que tiene lugar o en sus inmediaciones, antes, durante o después de su desarrollo, será castigado con presidio menor en su grado mínimo a medio.


El que fuere sorprendido en tales circunstancias con armas, elementos u objetos que parezcan haber servido o estar destinados para cometer el delito, y el que organizare, promoviere o facilitare la comisión de los actos de violencia o daño descritos precedentemente, sufrirá la pena de presidio menor en su grado medio.

Si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permiten presumir que no volverá a delinquir, se le podrán aplicar, como penas alternativas, el arresto de fin de semana por el término de dos a seis meses, o trabajos comunitarios de fin de semana por igual lapso.


En todo caso, se aplicará siempre la pena accesoria de prohibición de asistir, durante el tiempo de la condena, a los futuros espectáculos deportivos públicos de la misma naturaleza de aquél que motivó la sanción. Si las conductas descritas precedentemente dieren origen a otros crímenes o simples delitos, se impondrá la pena mayor asignada al delito más grave.


Artículo 8º.- Se considerarán circunstancias agravantes especiales:


1º Ser integrante de un grupo organizado para la realización de los hechos descritos.


2º Pertenecer a las entidades que intervengan en el espectáculo público deportivo, como organizadores, participantes o en cualquier otra calidad.


3º Actuar bajo los efectos de bebidas alcohólicas, estupefacientes, sicotrópicos, estimulantes o sustancias análogas.


Artículo 9º.- Las películas cinematográficas, fotografías, fonografías y otros sistemas de reproducción de la imagen y del sonido, podrán constituir plena prueba para acreditar la existencia de los delitos establecidos en esta ley y la responsabilidad penal de los partícipes, cuando a juicio del tribunal tengan caracteres de gravedad y precisión suficiente para formar su convencimiento.


Artículo 10.- El padre, guardador o cuidador a cuyo cuidado se encontrare el menor de 18 años que participe en los hechos sancionados en esta ley, sin perjuicio de la responsabilidad civil que, conforme con las reglas generales le corresponda, pagará una multa, a beneficio municipal, de uno a tres ingresos mínimos mensuales.


Artículo 11.- En los procesos por los delitos contemplados en esta ley se observarán las reglas establecidas en el Título I del libro tercero del Código de Procedimiento Penal.

Título III

Disposiciones varias

Artículo 12.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:

1.- Modifícase el artículo 21 de la forma siguiente:

a) Agréganse como penas de simples delitos, las siguientes:

“Arresto de fin de semana.

Trabajo comunitario de fin de semana.".

b) Agrégase como pena accesoria, la siguiente:

"Prohibición temporal para asistir al tipo de espectáculo deportivo público que haya motivado la condena.".

2.- Intercálase en el artículo 25, como inciso quinto, el siguiente:

"El arresto de fin de semana se llevará a cabo en el recinto de la unidad policial del domicilio del condenado y su duración será de dos meses a un año. El trabajo comunitario se llevará a efecto en cualquier entidad de carácter comunitario del lugar del domicilio del condenado y su duración será de dos meses a un año. La prohibición temporal de asistir a un determinado espectáculo deportivo público, cuya duración será de dos meses a un año, se cumplirá, en los días y horas en que ellos se realicen, mediante la presentación y permanencia del condenado, sin régimen de detención e incomunicación, en el lugar fijado por el juez, pudiendo señalarse para tales efectos a la unidad policial de su domicilio. La entidad administrativa encargada de vigilar el cumplimiento de las sanciones anteriores podrá, por motivos calificados y en resolución fundada, dispensar parcialmente su cumplimiento.".


Artículo 13.- Agrégase en el artículo 29, de la ley Nº 16.618, sobre menores, el siguiente número: 

“5º Prohibirle temporalmente al menor asistir a los futuros eventos del espectáculo deportivo público que haya determinado la aplicación de la medida de protección, con la obligación de presentarse en los días y horas en que ellos se realizan en el lugar fijado por el juez.".


Artículo 14.- Agrégase en el artículo 159, de la ley Nº 17.105, de Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, el siguiente inciso final:


"En los espectáculos deportivos públicos que el Intendente califique de alto riesgo para la seguridad pública, podrá decretarse la prohibición de expendio de bebidas alcohólicas en los centros o recintos donde se lleven a efecto y en un perímetro máximo de cinco cuadras, medida que regirá desde tres horas antes del inicio del evento hasta tres horas después de su finalización.


Los establecimientos afectados serán notificados de esta resolución por inspectores municipales o por Carabineros de Chile con veinticuatro horas de anticipación a la entrada en vigencia de la misma.".


Por acuerdo de la Comisión, se designó como Diputados informantes a los señores Alberto Espina Otero y Gutenberg Martínez Ocamica.


Sala de la Comisión, a 7 de abril de 1993.


Acordado en sesiones de fechas 9 y 17 de marzo, y 7 de abril de 1993, con asistencia de los señores Rojo (Presidente), Aylwin, Bosselin, Cornejo, Chadwick, Espina, Elgueta, Longton, Martínez Ocam.ica; Molina, Pérez Varela; Ribera y Schaulsohn.

(Fdo.): Adrián Alvarez Alvarez, Secretario de la Comisión".

